
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE PARIDAD DE GÉNERO, 

SUSCRITA POR DIPUTADAS DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

Las suscritas, diputadas María del Pilar Ortega Martínez, María de los Ángeles Ayala Díaz, Karen Michel 

González Márquez, Janet Melanie Murillo Chávez, Saraí Núñez Cerón, María Eugenia Leticia Espinosa Rivas, 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXIV Legislatura, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, 

fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, y demás disposiciones aplicables, someten a la 

consideración de esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y 

adicionan diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de paridad 

de género, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

I. Antecedentes 

En 1975, se realizó en México la Primera Conferencia Mundial sobre la Condición Jurídica y Social de la 

Mujer, la cual marcó el inicio de una nueva era de iniciativas a escala mundial para promover el adelanto de la 

mujer y abrir un diálogo social respecto a la importancia y necesidad de garantizar la igualdad sustantiva entre 

los géneros. 

El 18 de diciembre de 1979 fue adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas la Convención sobre 

la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), la cual fue ratificada por 

nuestro país el 23 de marzo de 1981. Entre otros mandatos para los Estados parte, esta convención establece en 

su artículo 7, respecto de la participación política de las mujeres lo siguiente: 

Los Estados parte tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la 

vida política y pública del país y, en particular, garantizando, en igualdad de condiciones con los hombres el 

derecho a: 

a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para todos los organismos cuyos 

miembros sean objeto de elecciones públicas; 

b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución de éstas, y ocupar cargos 

públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos gubernamentales; 

c) Participar en organizaciones y asociaciones no gubernamentales que se ocupen de la vida pública y política 

del país
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 . 

Asimismo la Recomendación General 23 de la CEDAW señala que: 

Todos los Estados parte deben idear y ejecutar medidas temporales especiales para garantizar la 

igualdad de representación de las mujeres en todas las esferas de la vida política y pública. 
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Por lo que hace a la Recomendación General 25, esta establece medidas especiales de carácter temporal, entre 

las que se encuentran las cuotas de género, la cuales tienen como objetivo acelerar la igualdad sustantiva 

entre mujeres y hombres, por lo que exhorta a los Estados parte a “incluir en sus constituciones o en su 

legislación nacional disposiciones que permitan adoptar medidas especiales de carácter temporal...”
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Estas disposiciones, mismas que son de observancia obligatoria para el Estado mexicano, generaron un proceso 

gradual de reformas político electorales encaminadas al reconocimiento de los derechos políticos de las mujeres 

de nuestro país. 

II. Reformas político-electorales 

A. Reformas publicadas entre 1993 y 2008 

En las últimas 2 décadas, en nuestro país se han tomado medidas afirmativas que de manera paulatina 

permitieron que las mujeres tuvieran la posibilidad real de acceder a espacios de representación política. 

La reforma política electoral de 1993 se establece como el primer antecedente de lo que hoy podemos llamar 

como cuotas de género, al consagrar en dicha reforma un exhorto a los partidos políticos para que estos 

promovieran una mayor participación de la mujer en el ámbito político.
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En la reforma de 1996 se incluyó la recomendación a los partidos políticos para que consideraran en sus 

estatutos que las candidaturas por ambos principios (mayoría relativa y representación proporcional), no 

excedieran del 70 por ciento para un mismo género; sin embargo, el hecho de que las cuotas en ambas reformas 

quedaran solamente en recomendaciones realizadas a los partidos políticos, generó un amplio margen de 

discrecionalidad que permitía colocar a las mujeres en cualquiera de los lugares de las listas por lo que el 

resultado fue un incremento mínimo de la presencia de las mujeres en la Cámara de Diputados, al pasar de 

conformar 14.5 por ciento en la LVI Legislatura (1994-1997) a 17.4 por ciento en la LVII Legislatura (1997-

2000). 

Los pocos resultados obtenidos en materia de igualdad de género en el Poder Legislativo, motivaron nuevas 

modificaciones al Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, por lo que en el año 2002 se 

ordenó por primera vez a los partidos políticos promover y garantizar una mayor participación de las mujeres en 

la vida política del país, mediante su postulación a cargos de elección popular, para que las listas de personas 

candidatas a diputaciones y senadurías por los principios de mayoría relativa y representación proporcional, que 

fueran registradas por los partidos políticos, no pudieran contener más del 70 por ciento de candidaturas 

propietarias de un mismo género. 

No fue hasta 2008 que las cuotas de género fueron una realidad, una acción afirmativa que obligo en el ámbito 

federal, a no presentar más de 60 por ciento de candidaturas de un mismo sexo en los comicios realizados en 

2009 para el Congreso federal.
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 Sin embargo, cabe destacar que en 2009, recién instalada la LXI Legislatura, 

ocho mujeres legisladoras solicitaron licencia para dejar su cargo en manos de su suplente hombre, situación 

que ha sido calificada como una práctica tramposa de los partidos políticos quienes tenían la obligación de 

promover la participación equilibrada entre mujeres y hombres en el Congreso Federal. 

B. La reforma constitucional de 2014 

La reforma constitucional en materia político electoral publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 

febrero de 2014, abrió la posibilidad de que se diera el salto de las cuotas de género a la paridad, al establecer en 

el artículo 41, fracción I, segundo párrafo, la obligación de los partidos políticos de conservar en las 

candidaturas al Congreso de la Unión y de los congresos locales, la paridad de género. Ésta debe ser entendida 

como la nueva concepción del sistema democrático que, sin pretender reemplazar a la democracia 

representativa, aspira a enriquecerla posibilitando que las mujeres accedan a los espacios de poder y toma de 

decisión; asimismo, pretende lograr que los órganos de representación estén integrados de tal manera que se 

refleje la heterogeneidad de nuestra sociedad. 



 

 
 

Esta reforma transformó las instituciones y las reglas electorales que rigen los procesos democráticos en nuestro 

país, siendo un gran avance el garantizar la paridad de género a nivel constitucional, en las candidaturas de 

legisladores federales y locales. 

Asimismo, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Especiales establece en su artículo 7 que es 

derecho de los ciudadanos y obligación de los partidos políticos la igualdad de oportunidades y la paridad entre 

hombres y mujeres para tener acceso a cargos de elección popular para la integración del Congreso de la Unión 

y los congresos de los estados. 

Sin embargo, las elecciones de 2015 pusieron en la mira, de nueva cuenta, que la reglamentación expuesta no ha 

sido suficiente para garantizar el principio de paridad de género. 

Lo anterior tiene sustento en los criterios emitidos por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la federación, órgano que confirmó diversas sentencias, mediante las cuales se aprobaron criterios sobre 

paridad de género en las fórmulas de candidaturas a diputaciones e integrantes de los Ayuntamientos de los 

estados de Querétaro, Estado de México, Nuevo León y Sonora, para el proceso electoral de 2014-2015. 

De lo anterior, se generaron las Jurisprudencias 6/2015 y 7/2015. La primera con el rubro “Paridad de género. 

Debe observarse en la postulación de candidaturas para la integración de órganos de representación 

popular federales, estatales y municipales” ; la segunda, “Paridad de género. Dimensiones de su contenido 

en el orden municipal”. 

La Jurisprudencia 6/2015 está encaminada a garantizar la postulación paritaria de candidaturas para hacer 

efectivo el acceso al ejercicio del poder público de ambos géneros, en auténticas condiciones de igualdad. Lo 

anterior, a efecto de preservar un modelo plural e incluyente de participación política en los distintos ámbitos de 

gobierno. 

Esto es así, ya que el principio de paridad emerge como un parámetro de validez que deriva del mandato 

constitucional y convencional de establecer normas para garantizar el registro de candidaturas de mujeres y 

hombres, en condiciones de igualdad, así como medidas de todo tipo para su efectivo cumplimiento. 

Por otra parte, en la Jurisprudencia 7/2015, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación estableció 

que los partidos y las autoridades electorales deben garantizar la paridad de género en la postulación de 

candidaturas municipales, tanto en la dimensión vertical como horizontal. 

De manera que, para asegurar la paridad vertical, están llamados a postular la totalidad de candidaturas que 

integran la planilla para un mismo ayuntamiento, es decir, para quienes aspiran a la presidencia, regidurías y 

sindicaturas municipales en igual proporción de géneros; mientras que, para hacer efectivo el enfoque 

horizontal, deben asegurar la paridad en el registro de esas candidaturas, esto es, que se registren igual número 

de listas encabezadas por mujeres y por hombres, entre los diferentes ayuntamientos que forman parte de un 

determinado estado. 

Asimismo, en fecha 15 de febrero de 2017 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo 

emitido por el Instituto Nacional Electoral (INE/CG63/2016), mediante el cual se emiten los “Criterios de 

paridad en postulación de candidaturas a cargos de elección popular en el ámbito local” 
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 , dichos criterios 

deberán ser observados por los partidos políticos, coaliciones, candidaturas independientes y los organismos 

públicos locales electorales. 

Algunos de los criterios emitidos por el Instituto Nacional Electoral son los siguientes: 



 

 
 

• Cuando las candidaturas, tanto de mayoría relativa como de representación proporcional, se registren por 

fórmulas, éstas deberán integrarse por personas del mismo género. 

• La totalidad de solicitudes de registro, (diputaciones y Ayuntamientos), deberán integrarse salvaguardando 

la paridad entre los géneros. 

• Cuando sea impar el número total de candidaturas postuladas para un cargo de elección popular, el número 

mayoritario deberá corresponder al género femenino. 

• Las listas de candidaturas de representación proporcional, así como las planillas para Ayuntamientos, se 

integrarán por personas de género distinto en forma alternada hasta agotar cada lista. 

• Las planillas para ayuntamientos, las listas de representación proporcional, salvo el caso de diputaciones en 

una sola circunscripción, 50 por ciento deberán estar encabezadas por mujeres y el otro 50 por ciento por 

hombres. Si el número de circunscripciones o municipios es impar, el género mayoritario que encabece las 

listas o planillas deberá ser femenino. 

• En el caso de que las constituciones o legislaciones locales establezcan disposiciones que resulten en una 

mejor garantía para el cumplimiento del principio de paridad de género, dichas disposiciones prevalecerán 

sobre el acuerdo. Por el contrario, el acuerdo prevalecerá sobre las disposiciones que se opongan a lo 

establecido en estos criterios. 

Si bien actualmente, por interpretación de algunas disposiciones de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, Ley General de Partidos Políticos, así como de algunas, leyes locales y acuerdos 

electorales, se reconoce parcialmente la paridad de género; no obstante, la falta de claridad normativa sigue 

generando la intervención de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de tribunales de justicia electoral para 

proteger los derechos político-electorales, especialmente para respetar la paridad horizontal y vertical en la 

postulación de candidaturas en elección de ayuntamientos, por lo que resulta necesario garantizar desde el texto 

constitucional la paridad de género en los procesos de elección de las candidaturas a presidencias municipales, 

incluyendo a regidores y síndicos municipales. 

Precisamente, en el contexto anterior, el proceso electoral reciente arrojó lo siguientes resultados: 

Derivado de la elección de 2018 fueron electas 241 (48.2 por ciento) mujeres y 259 (51.8 por ciento) hombres 

como diputadas y diputados federales,
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 . Asimismo, en la Cámara de Senadores los resultados fueron 

igualmente significativos, ya que fueron electas 63 mujeres, lo que equivale al 49.22 por ciento del total de 

integrantes del Senado
8
 . Dichos resultados son históricos en el Congreso de la Unión en cuanto a paridad de 

género. 

En las ocho entidades donde se votó por gobernador, se contabilizaron seis candidatas, en las cuales sólo dos 

obtuvieron el triunfo, estos fueron Puebla y la Ciudad de México. 

En el mismo sentido, el número total de mujeres que gobernarán ayuntamientos en México aumentó; sin 

embargo, el número de ayuntamientos gobernados por mujeres en comparación con los gobernados por 

hombres resulta aún muy dispar. 

Si bien es cierto que las reformas adoptadas por algunas entidades federativas para adoptar los principios de 

paridad vertical y horizontal en sus Constituciones, también lo es que han surgido fenómenos como el de 

Chiapas en que recientemente, 36 mujeres electas como alcaldesas presentaron renuncias para dar paso a 



 

 
 

hombres. Conducta que denota no solamente violencia política, sino la resistencia que siguen teniendo los 

partidos políticos para adoptar la nueva realidad de la igualdad política entre hombres y mujeres.
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III. Paridad en el Poder Judicial 

Si bien en el ámbito del Poder Legislativo, conforme a las últimas reformas legales en la materia, se han dado 

grandes avances para lograr la paridad de género en la integración de las Cámaras del Congreso de la Unión y 

de los congresos locales, la situación es diferente en el Poder Judicial de la federación, el cual actualmente se 

integra por once ministros, de los cuales sólo dos son mujeres, lo que representa una proporción de 18.18 por 

ciento de mujeres por 81.81 por ciento de hombres. 

En el mismo orden de ideas, encontramos que en el Consejo de la Judicatura Federal solamente dos mujeres 

ocupan el cargo de consejeras, por cinco hombres que ocupan la misma posición. 

En el Tribunal Electoral de Poder Judicial de la Federación la situación no es distinta, ya que actualmente la 

Sala Superior de este tribunal está integrada por dos magistradas y 5 magistrados. 

La misma situación se repite tanto en los órganos jurisdiccionales, como en las áreas administrativas del Poder 

Judicial federal. 

En este punto es necesario señalar que la importancia de que las mujeres puedan tener una mayor presencia en 

el Poder Judicial es fundamental, toda vez que en el derecho de acceso a la justicia se encuentra un reflejo de la 

problemática social, cultural e institucional de discriminación por motivos de género. Lo anterior se explica 

porque muchos de los integrantes de ese poder desconocen la importancia de impartir justicia con perspectiva 

de género, a pesar de los esfuerzos desplegados en la materia, como Protocolo para Juzgar con Perspectiva de 

Género del Poder Judicial de la Federación, que implica hacer realidad el derecho a la igualdad y que responde 

a las obligaciones constitucionales y convencionales de combatir la discriminación por medio del quehacer 

jurisdiccional para garantizar el acceso a la justicia y remediar en el caso concreto, situaciones asimétricas de 

poder. 

Algunos de los antecedentes de la participación de las mujeres en el máximo Tribunal Federal son los 

siguientes: 

1. La primera ministra de la Suprema Corte fue María Cristina Salmorán de Tamayo, quien sería designada 

en 1961; 

2. La segunda mujer designada como ministra de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, fue Livier Ayala 

Manzo, en 1976; 

3. Gloria León Orantes, fue la tercera mujer designada como ministra de la Suprema Corte en 1979; 

4. En 1983, fue designada Fausta Moreno Flores en el mismo cargo; 

5. Victoria Adato Green fue designada ministra en 1985; 

6. En 1985, fue designada ministra numeraria Martha Chávez Padrón; 

7. También como ministra supernumeraria se integró en 1987 a la Corte la ministra Irma Cué Sarquis de 

Duarte; 



 

 
 

8. En 1988 se designó a Clementina Gil Guillén de Léster como ministra; 

9. Con posteridad a la reforma constitucional de 1994, fue designada por el Senado la ministra Olga Sánchez 

Cordero; 

10. Fue designada también como ministra de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Margarita Luna 

Ramos. 

Finalmente, en... fue designada la ministra Norma Lucía Piña Hernández. 

Como se puede observar, en la historia de nuestro país sólo 11 mujeres han alcanzado la máxima magistratura 

en el Poder Judicial de la federación. 

IV. Paridad en integración de gabinetes federal y estatal 

Si bien es cierto que los diversos instrumentos internacionales ratificados por México y mencionados en el 

primer apartado, reconocen el derecho de las mujeres a participar en las asuntos públicos, ya sea mediante 

elección popular o siendo designadas en cualquier cargo público en condiciones de igualdad y no 

discriminación; aún existen desequilibrios en lo que corresponde a la participación femenina en la 

administración pública en los tres niveles de gobierno. 

Según datos obtenidos en el documento Estadística a propósito del Día de la Administración 

Públicapublicado par el Inegi en junio de 2013, las cargos de alto nivel jerárquico en las administraciones 

pública de las entidades federativas fueron ocupados, en su mayoría, por servidores públicos del sexo 

masculino. A nivel nacional, 81.3 por ciento de los titulares registrados eran hombres y 18.7 por ciento restante 

mujeres. Por entidad federativa, el porcentaje de hombres titulares supera al de las mujeres. Morelos es una de 

las entidades que tenía una mayor proporción de mujeres titulares con 34.8 por ciento. Otras entidades con 

porcentaje significativo son Tlaxcala con 31.8 por ciento y Campeche con 30.8 por ciento. Por otra parte, los 

estados que registraron un menor proporción de mujeres titulares fueron Baja California Sur con 7.1 por ciento, 

Oaxaca con 10.3 por ciento Sinaloa con 10.7 por ciento. 

Es evidente, que resulta de fundamental importancia que las mujeres tengan una mayor presencia en los cargos 

de toma de decisión de la administración pública en los tres niveles de gobierno, toda vez que subsiste el desafío 

de mantener y ampliar la presencia de mujeres en la política. 

La lucha por alcanzar la igualdad entre hombres y mujeres ha sido ardua, pero alcanzar esa igualdad no se 

reduce al plano jurídico de reconocimiento formal de condiciones iguales, sino a la eliminación de las barreras 

sociales, económicas, culturales y políticas que le han impedido a la mujer alcanzar esa igualdad. En palabras de 

Cerva y Ansolabehere: 

La revisión de este enfoque se deriva de la necesidad de cuestionar el principio de trato idéntico al no tomar en 

cuenta las circunstancias y el contexto en el cual las mujeres aspiran a tener las mismas condiciones formales 

que los hombres. Al ser lo masculino el modelo en la construcción de leyes, instituciones y practicas 

socialmente institucionalizadas, la igualdad formal ante la ley ha dejado fuera las diferencias biológicas y las 

desigualdades socialmente construidas entre hombres y mujeres...
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V. Contenido de la iniciativa 

La presente iniciativa contempla: 



 

 
 

a) Se propone reformar el artículo 41 constitucional para introducir las vertientes horizontal y vertical tanto 

en candidaturas a diputaciones locales y federales, como en el caso de la integración de ayuntamientos. 

b) También se propone que en el artículo 41 se establezcan medidas para garantizar la paridad en distritos y 

municipios competitivos en ambos géneros. 

c) Se propone también una reforma al artículo 89 constitucional a efecto de establecer la previsión de que en 

los nombramientos de secretarios de Estado, los embajadores, cónsules generales, empleados superiores de 

Hacienda, se realicen garantizando la paridad de género. 

d) Se propone la reforma del artículo 95 constitucional a efecto de establecer la previsión de que en los 

nombramientos de ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, además de observar que deban 

recaer preferentemente entre aquéllas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la 

impartición de justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes 

profesionales en ejercicio de la actividad jurídica, se agrega que deberá garantizarse la paridad de género 

de dichos nombramientos. 

e) En el artículo 96 se propone que para la integración de las ternas para elegir ministros de la Suprema 

Corte, se deberá garantizar la paridad de género, para lo cual cada terna enviada al Senado por el presidente 

de la República deberá estar integrada por personas del mismo género. Cada terna deberá conformarse por 

personas de un género distinto al del último ministro nombrado por el Senado. Con lo anterior se instituirá un 

mecanismo que asegure la paridad en el máximo Tribunal. 

f) Por lo que hace al artículo 97, se propone que los criterios, requisitos y procedimientos que establezca la 

Ley para los nombramientos de los Magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito garanticen la paridad de 

género. 

g) En lo referente al artículo 99, se propone que en la integración del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, se garantice también la paridad de género. 

h) Finalmente en el artículo 100, se busca que en las propuestas para elegir a los integrantes del Consejo de la 

Judicatura Federal, se garantice la paridad de género, mediante un mecanismo que asegure que estas estarán 

integradas por personas del mismo género. Cada propuesta deberá conformarse por personas de un género 

distinto al del último Consejero nombrado. 

i) Igualmente se propone una adición al artículo 115 de la Constitución para que en la designación de los 

funcionarios públicos encargados de la administración pública municipal, los ayuntamientos garanticen la 

paridad de género. 

j) Otra adición que se propone al artículo 115 constitucional es establecer la cláusula para evitar el fenómeno 

de la “Juanitas” al establecer que quien sustituya a funcionarios electos enel ámbito municipal deberá ser del 

mismo género. 

k) Finalmente se propone también una reforma al artículo 116 constitucional para que en la designación de 

los funcionarios públicos los poderes estatales Legislativo, Ejecutivo y Judicial se deberá garantizar la 

paridad de género. 

Por lo expuesto y fundado presentamos a consideración de la honorable Cámara de Diputados la siguiente 

iniciativa con proyecto de 



 

 
 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversos artículos de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos en materia de paridad de género 

Único. Se reforman los artículos 41, fracción I; 89, fracción II, párrafo primero; 95, párrafo último; 97, primer 

párrafo; 99, párrafo décimo; 115, fracción I, párrafos primero y cuarto; y mediante el que se adiciona un 

segundo párrafo al artículo 96; un tercer párrafo al artículo 100; un tercer párrafo a la fracción VIII del artículo 

115; y un segundo párrafo a la fracción VI del artículo 116, todos de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 41. ... 

La renovación de los Poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y 

periódicas, conforme a las siguientes bases: 

I. Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, 

contribuir a la integración de los órganos de representación política y como organizaciones de ciudadanos, 

hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e 

ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, así como las reglas para 

garantizar la paridad entre los géneros, en candidaturas a legisladores federales y locales en las presidencias 

municipales de cada entidad federativa y en la integración de ayuntamientos. Los criterios que 

determinen los partidos políticos para garantizar la paridad entre los géneros deberán ser públicos, 

objetivos y verificables, además deberán garantizar la postulación de las candidaturas del género 

femenino en distritos y ayuntamientos competitivos para el partido político que las postula. Sólo los 

ciudadanos podrán formar partidos políticos y afiliarse libre e individualmente a ellos; por tanto, quedan 

prohibidas la intervención de organizaciones gremiales o con objeto social diferente en la creación de 

partidos y cualquier forma de afiliación corporativa. 

A 

VI. ... 

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente, son las siguientes: 

I ... 

II. Nombrar y remover libremente a los secretarios de Estado, remover a los embajadores, cónsules generales 

y empleados superiores de Hacienda, y nombrar y remover libremente a los demás empleados de la Unión, 

cuyo nombramiento o remoción no este determinado de otro modo en la Constitución o en las 

leyes, debiendo garantizar la paridad de género en dichos nombramientos; 

Los secretarios de Estado y los empleados superiores de Hacienda y de Relaciones entraran en funciones el 

día de su nombramiento. Cuando no sean ratificados en los términos de esta Constitución, dejaran de ejercer 

su encargo. 

En los supuestos de la ratificación de los secretarios de Relaciones, y de Hacienda, cuando no se opte por un 

gobierno de coalición, si la Cámara respectiva no ratificare en dos ocasiones el nombramiento del mismo 

Secretario de Estado, ocupara el cargo la persona que designe el presidente de la Republica. 

III. a XX. ... 



 

 
 

Artículo 95. Para ser electo ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se necesita: 

I. a VI. ... 

Los nombramientos de los ministros deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan 

servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido por su 

honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad 

jurídica, garantizando la paridad de género. 

Artículo 96. Para nombrar... 

En la integración de las ternas a que refiere el párrafo anterior, se deberá garantizar la paridad de 

género, para lo cual cada terna enviada al Senado por el Presidente de la República estará integrada por 

personas del mismo género. Cada terna deberá conformarse por personas de un género distinto al del 

último ministro nombrado por el Senado. 

... 

Artículo 97. Los magistrados de Circuito y los jueces de Distrito serán nombrados y adscritos por el Consejo de 

la Judicatura Federal, con base en criterios objetivos y de acuerdo a los requisitos y procedimientos que 

establezca la ley, debiendo garantizar la paridad de género. Durarán seis años en el ejercicio de su encargo, 

al término de los cuales, si fueran ratificados o promovidos a cargos superiores, sólo podrán ser privados de sus 

puestos en los casos y conforme a los procedimientos que establezca la ley. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Artículo 99. El Tribunal Electoral será... 

... 

... 

... 



 

 
 

I. a X. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Los magistrados electorales que integren las salas Superior y regionales serán elegidos por el voto de las dos 

terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores a propuesta de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación. La elección de quienes las integren será escalonada, conforme a las reglas y al 

procedimiento que señale la ley, debiéndose garantizar la paridad de género. 

... 

... 

... 

... 

Artículo 100. El Consejo de la Judicatura Federal... 

El consejo se integrará por siete miembros de los cuales, uno será el presidente de la Suprema Corte de Justicia, 

quien también lo será del consejo; tres consejeros designados por el pleno de la Corte, por mayoría de cuando 

menos ocho votos, de entre los magistrados de Circuito y jueces de Distrito; dos consejeros designados por el 

Senado, y uno por el presidente de la República. 

En la integración de las propuestas para elegir a los integrantes del Consejo de la Judicatura Federal, se 

deberá garantizar la paridad de género, para lo cual cada propuesta estará integrada por personas del 

mismo género. Cada propuesta deberá conformarse por personas de un género distinto al del último 

consejero nombrado. 

... 

... 

... 

... 

... 



 

 
 

... 

... 

... 

Artículo 115. ... 

I. Cada municipio será gobernado por un ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un 

presidente municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine garantizando la paridad de 

género. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el ayuntamiento 

de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del estado. 

... 

... 

Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente, o se procederá 

según lo disponga la ley. En todo caso, quienes suplan a los titulares deberán ser del mismo género. 

II. a VII. ... 

VIII. Las leyes de los estados introducirán el principio de la representación proporcional en la elección de los 

ayuntamientos de todos los municipios. 

Las relaciones de trabajo entre los municipios y sus trabajadores, se regirán por las leyes que expidan las 

legislaturas de los estados con base en lo dispuesto en el artículo 123 de esta Constitución, y sus disposiciones 

reglamentarias. 

En la designación de los funcionarios públicos encargados de la administración pública municipal, los 

ayuntamientos deberán garantizar la paridad de género. 

Artículo 116. ... 

... 

I. a V. ... 

VI. Las relaciones de trabajo entre los estados y sus trabajadores, se regirán por las leyes que expidan las 

legislaturas de los estados con base en lo dispuesto por el Articulo 123 de la Constitución Política de las 

Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones reglamentarias. 

En la designación de los funcionarios públicos en los poderes estatales Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 

se deberá garantizar la paridad de género cada nivel de responsabilidad. 

VII. a IX. ... 

Transitorios 



 

 
 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Las entidades federativas deberán adecuar sus constituciones locales a efecto de garantizar el 

contenido del presente decreto dentro de los 120 días contados a partir de la entrada en vigor del presente 

decreto. 

Tercero. El Congreso de la Unión contará con un plazo de 60 días naturales contados a partir de la publicación 

del presente decreto en el Diario Oficial de la Federación para realizar las adecuaciones normativas al que el 

presente se requiere. 

Notas 

1 http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm  

2 CEDAW, Recomendación General número 23 Vida política y pública, sobre los artículos 7 y 8, párrafo 43. El 

énfasis es nuestro. Disponible en http://132.247.1.49/mujeres3/CEDAW/docs/Recomgrales/23.pdf  

3 CEDAW, Recomendación General número 25, sobre el párrafo 1 del artículo 4 de la Convención sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, referente a medidas especiales de carácter 

temporal, párrafo 31. El énfasis es nuestro. Disponible en 

http://132.247.1.49/mujeres3/CEDAW/docs/Recom_grales/25.pdf  

4 Ver iniciativa: http://www.senado.gob.mx/64/gaceta_del_senado/documento/69255  

5 Ídem. 

6 http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5471960&fecha=15/02/2017  

7 http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/listado_diputados_genero.php  

8 http://senado.gob.mx  

9 http://www.elfinanciero.com.mx/nacional/alcaldesas-de-chiapas-piden-licencia-y-congreso-nombran-a-

hombres-en-su-lugar  

10 Cerva, D. y Ansolabehere, K. “Trabajo introductorio: protección de los derechos político-electorales de las 

mujeres”, en Ansolabehere, K. y Cerva, D. Género y derechos políticos, México, 2009; Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de septiembre de 2018. 

Diputadas: María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), María de los Ángeles Ayala Díaz, Karen Michel 

González Márquez, Janet Melanie Murillo Chávez, Saraí Núñez Cerón y María Eugenia Leticia Espinosa Rivas. 

http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm
http://132.247.1.49/mujeres3/CEDAW/docs/Recomgrales/23.pdf
http://132.247.1.49/mujeres3/CEDAW/docs/Recom_grales/25.pdf
http://www.senado.gob.mx/64/gaceta_del_senado/documento/69255
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5471960&fecha=15/02/2017
http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/listado_diputados_genero.php
http://senado.gob.mx/
http://www.elfinanciero.com.mx/nacional/alcaldesas-de-chiapas-piden-licencia-y-congreso-nombran-a-hombres-en-su-lugar
http://www.elfinanciero.com.mx/nacional/alcaldesas-de-chiapas-piden-licencia-y-congreso-nombran-a-hombres-en-su-lugar

